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  TRIBUNA LIBRE 

Relocalización de concesiones salmoneras: 
sensata para todos, bloqueada por años 

n el Salmon Summit 2025, tres candidatos 

presidenciales coincidieron en el desafío 

que tiene la salmonicultura chilena por 

crecer, mejorar su competitividad y ser más 

sostenible, y todos mencionaron la necesidad de 

avanzar en la relocalización de concesiones. Pero 

una cosa es decirlo en un escenario y otra muy 

distinta es hacerlo realidad. 

Hoy, la salmonicultura es la segunda industria 

exportadora del país y el principal motor eco- 

nómico del sur austral de Chile. Donde no hay 

minería, la agroindustria es menor y el turismo 

llega solo en verano, está el salmón: generando 

empleos, infraestructura y arraigo. 

Sin embargo, ese motor hace años que viene 

fallando. Y no por falta de esfuerzo, sino por una 

regulación que le impone una estructura produc 

tiva ineficiente. Un dato interesante: la industria 

chilena es hasta cuatro veces menos rentable 

que el promedio de los demás países productores 

y es la única que no crece. ¿Resultado? Menos 

inversión, menos innovación, y una peligrosa 

pérdida de competitividad. 
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“Pese a su racionalidad 
técnica y sus beneficios 
evidentes, el proceso ha 
sido un fracaso. En más 
de 15 años, solo un caso 
de relocalización ha sido 
exitoso”. 

Una de las propuestas más sensatas y necesa- 

rias para revertir esta situación ha estado sobre 

la mesa por años: la relocalización y fusión de 

concesiones. ¿Qué significa esto? Reubicar las 

concesiones existentes, concentrando la pro- 

ducción en menos lugares, de mayor capacidad, 

ambientalmente más aptos y suficientemente 

distanciados entre sí. 

Esto permite optimizar costos, mejorar la 

bioseguridad, disminuir los impactos ambien= 

tales y generar condiciones más estables para el 

cultivo. En resumen: producir mejor, con menos 

externalidades y de forma más sostenible. 

Pero, pese a su racionalidad técnica y sus be- 

neficios evidentes, el proceso ha sido un fracaso. 

En más de 15 años, solo un caso de relocalización 

ha sido exitoso. ¿Por qué? Porque la maraña de 

trabas administrativas, la presión de grupos 

ambientalistas y el uso instrumental de la Ley 

Lafkenche han convertido cada intento en una 

carrera de obstáculos imposible de completar. 

Aquí es donde la paradoja se vuelve casi cómi- 

ca: los principales beneficiarios de las relocali- 

zaciones serían precisamente los ecosistemas 

marinos. Menos centros, mejor ubicados, signi- 

fican menos zonas impactadas y más capacidad 

de carga. 

Sin embargo, buena parte del mundo am- 

bientalista se opone sistemáticamente, como si 

modernizar fuera sinónimo de contaminar. Al 

final, al frenar la relocalización, lo que hacen es 

mantener una estructura que genera más impac- 

to ambiental, no menos. 

Es hora de cambiar el enfoque. El sur de Chile 

necesita una industria moderna, rentable y 

responsable. Y eso no va a ocurrir sin relocali- 

zaciones. 

El Estado debe facilitar el camino, con reglas 

claras, plazos razonables y decisiones valientes. 

Y los actores sociales deben asumir que o se me- 

jora la forma de producir salmón, o se arriesga 

todo: empleo, desarrollo y sostenibilidad. 

Con relocalizaciones, todos ganan: la indus- 

tria, el país y el medio ambiente. Negarse a ello 

no es una defensa de la naturaleza, sino una 

condena a la inacción disfrazada de virtud. 

  TRIBUNA LIBRE 

Licitación de stock de afiliados: 
un presente griego 

a reforma de pensiones trajo muchas 

buenas noticias, como la consoli- 

dación del sistema de capitalización 

individual y una inyección de ahorro 

a la vena del mercado de capitales. Pero la 

realidad es más compleja y el desafío de 

las reformas estructurales es cubrir la casi 

siempre insalvable brecha entre diseño e 

implementación. Uno de los puntos más 

sensibles es la llamada licitación del stock 

de afiliados. Lo que en principio buscaría 

aumentar la competencia y reducir las 

comisiones, puede terminar generando 

efectos nocivos para las pensiones si no se 

ejecuta con criterios técnicos y adecuados 

resguardos institucionales para mitigar 

sus riesgos. 

Primero hay un riesgo operacional 

que podría afectar la rentabilidad de los 

fondos. Una licitación que transfiera 

miles de cuentas previsionales -hasta 10% 

de la cartera por vez- a una sola entidad 

debe garantizar criterios de idoneidad 

de la administradora. No se trata solo de 

quién ofrece la menor comisión. Si una 

administradora concentra sus esfuerzos 

exclusivamente en ganar la licitación, 

puede relajar sus incentivos a competir 

en rentabilidad, calidad de servicio o 

innovación tecnológica. Por eso, el diseño 

del mecanismo debe incluir variables adi- 

cionales al precio: rentabilidad ajustada 

por riesgo, nivel de servicio, eficiencia 

operativa y cumplimiento regulatorio. 

La adjudicación, además, debe estar 

condicionada a criterios de solvencia, 

experiencia y gobernanza. La competencia 

no se resuelve con una “gran subasta”, 

sino con reglas claras y permanentes 

que recompensen el buen desempeño. 
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“Lo que en principio 
huscaría elevar la 
competencia y reducir 
las comisiones, puede 
generar efectos nocivos 
para las pensiones si no 
se ejecuta con criterios 
técnicos y resguardos 
institucionales para 
mitigar sus riesgos”. 

Premiar únicamente el menor precio, sin 

evaluar la calidad del producto previsio- 

nal, es una simplificación peligrosa. 

Se deberá también mitigar el riesgo 

de vulneración de la elección personal 

de cada afiliado. Cualquier licitación del 

stock debe cuidar un principio clave: el 

respeto por la voluntad de los afiliados. 

Un traspaso forzoso, sin opción clara de 

permanecer en la administradora actual, 

puede erosionar gravemente la confianza 

en el sistema. Garantizar y preservar la li- 

  

bertad de elección debe ser una condición 

para la legitimidad de esta reforma. Los 

afiliados deben ser informados y contar 

con mecanismos sencillos para ejercer su 

derecho a decidir. La transparencia en la 

comunicación y el respeto por la autono- 

mía individual no son detalles operativos; 

son pilares de la relación entre el sistema 

y sus cotizantes. 

El traspaso de los activos de los afilia- 

dos a la administradora ganadora tampoco 

es trivial. ¿Cómo se está preparando 

el Ejecutivo para su implementación? 

Recientemente el regulador dio a conocer 

un intrincado mecanismo para intentar 

mitigar el riesgo en el traspaso de activos 

alternativos -de menor liquidez y mayor 

rentabilidad- entre administradoras: 

una “cámara de compensación”. Este 

mecanismo actuaría como intermediario 

para que la AFP de origen mantenga la 

propiedad de los activos, pero traspase los 

flujos futuros a la administradora que se 

adjudica la subasta, la cual los reconoce 

como capital. Este alambicado sistema no 

hace más que corroborar que el regulador 

admite y conoce los impactos negativos de 

la licitación. 

La licitación de stock es un riesgo que 

debe ser cuidadosamente administrado y 

será el próximo gobierno el responsable 

de diseñar y operacionalizar este complejo 

instrumental para la primera licitación 

en 2027. 

La Superintendencia de Pensiones 

deberá conducir este proceso con criterios 

objetivos, una mirada larga y pensando en 

la rentabilidad del sistema: un verdadero 

presente griego para la futura adminis 

tración.   

    CARTAS 

Impuesto inconstitucional 

Señor Director: 

El CAE representa un costo anual para el Estado de US$ 800 

millones y se ha caracterizado por presentar varios problemas 

de diseño y una alta tasa de morosidad de los egresados, agra- 

vada por los recurrentes anuncios de condonaciones futuras. 

Sin embargo, bajo este esquema, el estudiante conoce desde el 

inicio el costo final de su educación, endeudándose a una tasa 

de interés fija promedio anual de 2% en UF. 

Ahora, la Cámara de Diputados aprueba en casi un 90% el 

proyecto del FES presentado por el Gobierno, que no soluciona 

los problemas del CAE y es, en realidad, un impuesto con fines 

específicos para los tramos de más altos ingresos. Pensado 

como un mecanismo autocontenido, el equilibrio del FES des- 

cansa sobre la base de condonar las deudas a quienes luego de 

graduarse obtengan ingresos iguales o menores a 

$ 500.000, cuyas obligaciones serán pagadas por los estu- 

diantes que, una vez titulados, logren mayores rentas. Estos 

deberán pagar hasta un 8% de su renta por un período de 20 

años, elevando considerablemente el costo de su educación e 

incentivando la subdeclaración de ingresos, sin saber a priori 

el costo de su educación. Si el FES no soluciona los problemas 

del CAE y se trata de un impuesto inconstitucional, me pre- 

gunto ¿qué votan los parlamentarios? 

GABRIELA CLIVIO 
ECONOMISTA, SOCIA FUNDADADORA VIOS CONSULTING 
  

Romper una década de estancamiento 

Señor Director: 

A tres meses de una de las elecciones presidenciales más im- 

portantes de Chile, cuyo resultado podría marcar la diferencia 

entre salir del estancamiento económico de la última década 

o permanecer en él, es fundamental contar con un plan de 

gobierno que fomente la inversión. Para lograrlo, se requiere 

claridad en aspectos clave como la permisología, el sistema 

tributario y los fondos de pensiones, entre otros. ¿Quién será 

el ganador? Indudablemente, aquel que logre transmitir con 

claridad estos elementos fundamentales a la ciudadanía. 

Porque, transversalmente, el país necesita un liderazgo pro 

mercado que genere confianza y dinamismo económico. 

CARLOS PÉREZ-COTAPOS U.
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